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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes J osé Amorín, Eduardo Brenta, Roberto Conde, Jorge Gandini, 
Carlos González Alvarez, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez, Iván Posada, Héctor Tajam y Alejo 
Umpiérrez. 


ASISTEN: — Señores Representantes Jorge Romero Cabrera y Carlos Maseda. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Ernesto Agazzi, 
Subsecretario; doctor Hipólito Tapié, Director de Sanidad Animal; y doctor Francisco 
Muzzio, Director de la División Servicios Ganaderos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda recibe con mucho gusto al ingeniero agrónomo Ernesto Agazzi, Subsecretario de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, al doctor Muzzio, Director General de Servicios Ganaderos y al doctor Tapié, 
Director de Sanidad Animal. 


Estamos comenzando a analizar el proyecto remitido por los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
de Economía y Finanzas sobre el Seguro para el Control de la Brucelosis. Había interés en algún señor 
Diputado que todavía no está presente -pero de todos modos nos interesa a todos-, en conocer directamente la 
opinión del Ministerio al respecto. La idea es dar un tratamiento rápido al proyecto; por eso la urgencia en 
pedirles que nos visitaran; les agradecemos la rápida respuesta que hemos tenido. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Agradecemos la 
premura y el buen clima con que tomaron esta iniciativa que, en realidad, no es necesaria para el 
Ministerio sino para el país. 


De lo que se trata esta vez es de la lucha contra la brucelosis. La Ley N* 17.730 fue aprobada a fines de 2003 
y tuvo también una comprensión muy particular del Parlamento, sobre todo porque los contenidos más 
importantes de esta ley que creó el Seguro para el Control de la Brucelosis habían sido articulados con muy 
buena concordia en el seno de la sociedad. Frente a una enfermedad que existía en el país, que se 
monitoreaba pero que adquirió gravedad en forma bastante rápida, las gremiales de productores, sobre todo 
los lecheros, y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca articularon este proyecto de ley que el 
Parlamento trató muy rápidamente. 


Hoy estamos hablando de lo que sucedió después de aprobada aquella ley. Allí se creó un Seguro para el 
Control de la Brucelosis, se estableció cómo se financiaba y cómo se utilizaba, y se creó una Comisión de 
Administración del Fondo Permanente de Indemnización. Lo que sucedió fue que esta enfermedad se 
multiplicó más rápido de lo previsto. La ley establecía ciertos montos, lo que siempre se hace de acuerdo con 
hipótesis de trabajo, pero la realidad las superó y esta Administración ha ido encontrando que la brucelosis 
tiene un nivel de difusión mayor al que quisiéramos y al que esperábamos. Entonces, hoy el Fondo no es 
suficiente y hubo que hacer algunos cambios en la práctica para seguir usándolo. Los señores legisladores 
recordarán que este Fondo estaba destinado a complementar el valor de los animales que necesariamente 
deben faenarse si es que dan positivo al análisis de la brucella. 


El proyecto de ley es muy simple. Estamos poniendo a consideración del Parlamento dos artículos que 
modifican el artículo 2” de la ley original, que es el que establece los montos para el Seguro. 


Estoy acompañado por los doctores Muzzio y Tapié, que son las autoridades nacionales en la materia y los 
técnicos que trabajan en el tema, así que si el señor Presidente lo autoriza, ellos profundizarán en los detalles 
técnicos. 


SEÑOR MUZZIO.- Agradecemos la oportunidad de exponer sobre este tema del seguro, que es muy 
importante en la campaña contra la brucelosis. 


Quisiera hacer una breve síntesis de la historia del problema, para que se comprenda por qué esto es 
importante para lograr el control y la posterior erradicación que pensamos encarar una vez retomada la 
posición de control de la enfermedad, en vista a los fines sanitarios. 


Desde la década del sesenta, esta enfermedad fue objeto de una campaña de control de brucelosis y de 
tuberculosis, que empezó en el área de lechería con la leche calificada. Fue una campaña exitosa hasta 
mediados de la década del noventa, cuando se toma la medida de pasar a una campaña de erradicación, pero 
básicamente se deja de vacunar con la vacuna cepa 19, sin establecer un programa de vigilancia y medidas 
complementarias eficientes para alcanzar ese objetivo. La brucelosis es una enfermedad extremadamente 
complicada cuando hablamos de erradicación. Inclusive, no hay en el mundo antecedentes de erradicación; sí 
de haber erradicado en zonas, pero no en todo un país. 


Entonces, en la segunda mitad de la década del noventa, la enfermedad recobró importancia y empezó a tener 
una mayor prevalencia, sobre todo en el norte de Rocha, donde se dan condiciones de viabilidad diferenciales 
para el agente patógeno que es la brucella. También se fue dando en otros departamentos del país, pero en un 
nivel muy bajo. 


Entre 2001 y 2002 empieza a haber problemas en un área lechera, en el departamento de San José. Ahí ya 
tenemos un doble problema. En primer lugar, como es una zoonosis, en un área lechera es mucho más 
importante la problemática para la salud humana. En segundo término, tiene una importancia económica 
mayor, porque en la etapa actual el control de la brucelosis se basa en la identificación de los animales 
infectados y su envío a faena sanitaria. 


Concomitantemente, se resolvió la aplicación de una vacuna diferente a la que se empleaba, en las áreas en 
que hubo focos y en las áreas que aquellas ponen en riesgo. El problema es que en un frigorífico los animales 
que van por brucelosis se pagan como ganado de carne y, en el caso del ganado lechero, no se contempla el 


valor genético y de producción del animal. En razón de ello, se creó este Seguro para el Control de la 
Brucelosis. Lo que ha sucedido -el doctor Tapié abundará en detalles- es que en lo que responde a la parte de 
carnes -porque tienen cuentas separadas- el seguro ha resultado suficiente, no así en el caso de la lechería, 
más concretamente en lo que respecta al departamento de San José. Una de las razones es que hasta que no 
existió el seguro creado por ley, la notificación de la enfermedad en el área lechera era muy baja porque, 
obviamente, la gente trataba de no perjudicarse económicamente. De ahí una primera resultancia muy 
importante para el porqué de la creación de este seguro. Recién ahora estamos teniendo la real dimensión del 
problema en el área de la lechería, sobre todo en San José, que es un departamento de alta densidad lechera. 
Por eso, consideramos que esta actualización del monto es una herramienta imprescindible para seguir con 
una campaña de control que nos lleve a finalizar con éxito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera pedir si nos pueden explicar qué significa la faena sanitaria. 
SEÑOR TAPIÉ.- Bien. 


Hoy nos ocupa la modificación de uno de los artículos de la Ley N* 17.730, en lo que se refiere a la tasa 
relacionada con la leche. Debemos recordar que la ley estableció que durante los primeros seis meses desde 
su entrada en vigencia -que empezó en enero de 2004- se podía hacer frente a las indemnizaciones utilizando 
el Fondo Permanente de Indemnización para la campaña de control y erradicación de la fiebre aftosa, creado 
por la Ley_N? 16.082. A partir del 13 de julio de 2004, hubo que dejar de pagar por este medio para empezar a 
hacerlo por el Fondo que se fue juntando a través de lo recaudado por el Seguro para el Control de la 
Brucelosis. 


La ley estipula que en lo que refiere a los ganados de carne hay que abonar US$ 60 por vaca que va al 
frigorífico por brucelosis serológicamente positiva y que en el caso de ganado lechero, hay que pagar 

US$ 250 por cada animal. Cuando empezamos a realizar los primeros pagos nos dimos cuenta de que de 
acuerdo con lo que se venía recaudando, evidentemente, no iba a alcanzar el dinero. En abril de este año 
hicimos las gestiones correspondientes a efectos de modificar el monto que se retiene, que es de US$ 0,074 
por cada mil litros de leche. De acuerdo con nuestras proyecciones, habría que llevarlo a US$ 0,296 por cada 
mil litros de leche, es decir, multiplicarlo por cuatro. 


Hablando en términos de grandes números, en la cuenta de carne hoy tenemos US$ 185.000 y lo único que 
tenemos para pagar es lo que está indicado para el martes que viene -siempre se paga el primer martes de 
cada mes-, que son aproximadamente US$ 18.000. En la cuenta de leche tenemos US$ 14.000 y estamos 
debiendo aproximadamente US$ 60.000, ya que no hemos podido hacer frente a su pago. Hace tres o cuatro 
meses, como vimos que la cuenta de leche no alcanzaba, solicitamos autorización para hacer una 
transferencia de una cuenta a otra. La Comisión de Administración tiene representantes de los productores y 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y este consultó a su área jurídica si se podía hacer la 
transferencia y si la Comisión tenía potestades para autorizarla. La respuesta fue afirmativa y se transfirieron 
US$ 30.000. 


En este momento, se deberían transferir US$ 60.000 para hacer frente a esta deuda generada en el área 
lechera. En el día de ayer hubo una reunión de la Comisión de Administración del Fondo, pero las posiciones 
estaban encontradas. Había delegados que querían transferir la totalidad del monto para ponerse al día y otros 
que querían transferir US$ 30.000, o sea, la mitad. Por lo tanto, en el día de ayer se aprobó la transferencia de 
US$ 30.000 -instancia que se cumpliría hoy en la tarde- de la cuenta de carne a la cuenta de leche. De este 
modo, se hará frente a las deudas con la mayoría de los productores, que son pequeños productores de uno, 
dos o tres animales, y quedaría un productor grande al que se le va a pagar una parte de la deuda y para pagar 
el resto se va a esperar a ver si sale aprobada esta modificación. 


Por estas razones es que presentamos este proyecto de modificación de la ley, que es muy importante para los 
productores, porque la lucha contra la brucelosis mejoró un 100% desde el momento en que se contó con el 
Fondo generado a través del seguro. En una primera instancia, había mucha resistencia de los productores a 
sacrificar los animales en plantas de faena, porque en los frigoríficos los castigaban demasiado al pagarles 
precios que diría que son muy bajos. A instancias del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y luego de 
hablar con las empresas se mejoró en algo los precios, pero -como decía el doctor Muzzio- en el caso de la 
leche les pagan por carne y no por lo que vale el animal. Por eso fue que surgió el Seguro para el Control de 
la Brucelosis. 


El señor Presidente preguntaba qué era la faena sanitaria. Se refiere a todo animal que dé serología positiva a 
brucelosis. Primero se hace una serología con una técnica que se llama Rosa de Bengala; esto lo pueden 
hacer la DILAVE o los laboratorios que tenemos acreditados para ello. Luego, se hace una segunda prueba 
confirmatoria, que en ese caso solo puede ser realizada por el laboratorio oficial, la DILAVE. Esos animales 
positivos tienen que ir a sacrificio de faena. Generalmente, las plantas frigoríficas, si están haciendo faena de 
otro tipo de animal, disponen por último la de los animales que vienen señalados por Sanidad Animal como 
brucelósicos. Luego de terminada la faena hacen un lavado y desinfección de la planta. La carne se deja 
madurar y es liberada para el consumo; lo que se destruye es la parte de las vísceras. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Quiero hacer una pregunta que puede ser respondida por cualquiera de los 
invitados, pero quizás el doctor Tapié nos pueda informar mejor. El colapso que se está dando en el 
Fondo de brucelosis para el sector lechero, ¿está representando -sin pronunciarnos en términos 
dramáticos- una crisis sanitaria en materia de esta enfermedad en la cuenca lechera? 


SEÑOR TAPIÉ.- Yo traje un informe sobre la cantidad de establecimientos con animales positivos en 
cada uno de los departamentos. Los puntitos en rojo un poco extendidos corresponden a los padrones 
más largos. Aquí se puede ver dónde está la concentración. 


Con respecto a la pregunta, creo que el mapa marca 78 establecimientos positivos en el departamento de San 
José. No debemos olvidar que prácticamente hace un año el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
está haciendo mucha presión en todos lados, pero sobre todo en los departamentos de Rocha y Treinta y Tres. 
De ahí surge que hemos podido captar mayor cantidad de animales positivos, pero eso no lo tomamos como 
una crisis, sino que viene disminuyendo. Pero eso nosotros no lo tomamos como una crisis. Esto vino 
disminuyendo; en el departamento de Rocha teníamos 157 casos y pasamos a 82, que es lo que señala la carta 
geográfica. O sea que ya le dimos de baja a una cantidad, por las medidas tomadas. Para dar de baja se 
necesita que un establecimiento tenga dos serologías negativas de todos los animales susceptibles a la 
brucelosis. 


En San José, si bien habíamos empezado a dar de baja, tuvimos la mala suerte de que cuando unos animales 
de un campo de San José, que estaban en un campo de recría en el departamento de Flores, volvieron a su 
establecimiento de origen, se detectaron siete focos nuevos, lo que nos llevó a volver casi a la cifra que 
teníamos, y no se sintieron los siete establecimientos que ya habíamos dado de baja. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca ha tomado todas las medidas pertinentes a los efectos de 
seguir presionando para captar rápidamente dónde se encuentran esos animales positivos. Se incluyeron 
elementos nuevos en dos decretos muy importantes que salieron de Presidencia de la República en el mes de 
abril. Se dispuso que para hacer la refrendación de todos los establecimientos lecheros, no corre más la 
prueba del anillo en leche, llamada PAL -que igual vamos a seguir utilizando-, sino la serología, que es más 
segura. Entonces, por este decreto, los tambos y los queseros artesanales están obligados a que en todas las 
refrendaciones anuales deben realizar la serología. Eso nos lleva a que podamos hacer una mayor cantidad de 
análisis para captar los animales positivos. 


Creo que es muy importante destacar que, a nivel de país, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
hace aproximadamente un año viene sacando sangre de los animales que van a faena, porque eso disminuye 
mucho los costos, al no tener que ir a los establecimientos. A nivel de faena llevamos más de 93.000 sueros 
procesados en 50 establecimientos, de los cuales pudimos captar algún animal positivo. Eso nos lleva a que, a 
nivel de frigorífico y de los sueros que hemos sacado, estemos por debajo del 0,05% de animales. A nivel 
nacional, de acuerdo no solo con la parte frigorífica sino integrando todo, estamos por debajo del 0,5% de 
presencia de la enfermedad, lo que es un buen resultado. La política de la Dirección General de los Servicios 
Ganaderos para este año es tratar de volver a los niveles que teníamos en el año 1996, cuando se dejó de 
vacunar contra la brucelosis con una vacuna que es diferente a la que estamos empleando ahora, llamada 
Cepa 19. La que estamos utilizando actualmente es la RB 51, que tiene la ventaja de que no marca el animal. 
Aunque el animal esté vacunado con la RB 51, si da positivo, es positivo a la enfermedad; si está vacunado 
con la Cepa 19, puede ser positivo a la enfermedad o a la vacuna, por lo que puede haber confusión. Eso nos 
llevó a que, cuando impusimos la vacunación -hace dos años-, la vacuna elegida fuera la RB 51. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Ustedes dicen que los casos han disminuido, pero ahora están pidiendo un 
aumento de la tasa de extracción de la leche para este fondo. ¿Qué pasó? ¿Hubo un error de estimación 
inicial en el cálculo? Parecería una contradicción que se pidiera un aumento cuando hay una 
disminución en la detección de los casos. 


Quisiera saber si esta medida, más allá de la posición Ministerial, ha sido consensuada y recoge el apoyo de 
las gremiales de productores, básicamente en el área lechera. 


Asimismo, quisiera saber por qué no se ha hecho un fondo común y se han dividido las dos áreas en ganadera 
y lechera cuando es notorio que, dada la situación que se está generando, va a haber un amplio superávit en el 
área ganadera, no solo por la cantidad de animales remitidos, sino por los US$ 60 que se pagan por cada 
animal en caso de afección, mientras que en el área lechera, los US$ 250 por animal representan mucho 
dinero y, a su vez, la cantidad de animales involucrados y la transmisibilidad de enfermedades es mucho más 
fácil. Obviamente, eso va a generar un desequilibrio. 


SEÑOR MUZZIO.- Las preguntas son buenas porque nos permiten explayarnos un poco en cuanto a 
lo que encontró la Administración entrante, a las medidas que tomamos y a la expectativa que 
tenemos. 


Hice una historia acerca de cómo la campaña de brucelosis llegó a un deterioro cuando, en realidad, 
habíamos sido de avanzada en América. Creo que todavía, si uno analiza los niveles nacionales de 
prevalencia de la enfermedad -es decir, por ejemplo, todos los enfermos que hay en un año-, estamos muy por 
debajo del resto de los países de América. Eso no quiere decir que estemos conformes, pero tampoco hay que 
agravar la situación. En base a lo científicamente comprobado a través de muestreos en todas las plantas 
frigoríficas del país -el doctor Tapié ya mencionó que se han procesado más de 90.000 sueros-, hemos 
detectado que en Rocha siguen apareciendo pruebas positivas, aunque se está en pleno saneamiento. 


Al tener un plan emergencial estratégico para atender esa parte norte de Rocha y el departamento de San 
José, evidentemente hemos aumentado las posibilidades de detección. Uno de los cambios que se implementó 
tiene que ver con la refrendación anual de los tambos, para la que se venía exigiendo una muestra a nivel de 
leche de los establecimientos. Como queremos avanzar en el tema de la cuenca lechera, cambiamos el 
procedimiento por la reacción serológica. O sea que para la refrendación anual de los tambos se tiene que 
hacer la reacción en sangre, que tiene una mayor precisión en caso de estar la infección. Eso ha hecho, junto 
con el seguro, que haya mayor notificación y detección de la enfermedad. Esto trae como consecuencia que 
por un animal del área lechera se pague US$ 250 por compensación sobre el precio de carne. 


Tal como se ha manifestado aquí, entendemos que el cálculo inicial para el área lechera estuvo mal 
elaborado, y esto requiere una expectativa que ha sido consensuada con los productores, con veterinarios del 
área y con algunos laboratorios; en San José hemos realizado dos reuniones muy numerosas y allí se han 
consensuado las medidas. Ahora adoptamos otra medida -también de acuerdo con los productores de San 
José- respecto a vacunar con RB 51, pero acotada en el tiempo -hasta el 31 de agosto-, lo que nos permitirá 
incidir más en el problema de la infección. Además, tenemos un control de los movimientos internos de San 
José, con serología previa, porque entendemos que el nivel de infección lo amerita. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- La ley establece que 
habrá dos cuentas corrientes separadas: una para el ganado de carne y otra para el ganado lechero. 
Esto es así porque la brucelosis es una enfermedad muy difícil de controlar y porque el manejo que se 
hace con el ganado de carne con relación al hombre -sobre todo por los movimientos que tiene- es 
totalmente distinto al del ganado de leche. De hecho, lo que ha sucedido en los últimos tres años ha 
determinado que esta enfermedad se multiplique más en la lechería que en la ganadería. Ese fue el 
motivo por el cual se establecieron dos cuentas separadas. 


A su vez, quiero hacer una reflexión sobre la imposición fiscal que esto implica. En realidad, lo que aquí se 
está jugando a través de un mecanismo, de una ley, es la financiación de un seguro con aportes del propio 
sector, que aporta para sus problemas. Ese es el rol que tiene el Estado, aunque también tiene otros. Cuando 
hay que poner plata siempre existen grandes discusiones como, por ejemplo, cuando se establecieron los 
US$ 0,26 y los US$ 0,074. Porque ¿cuál era la expectativa? Poner más para obtener un fondo grande para 


estar seguros, o poner lo menos posible. Quien está en la coyuntura productiva siempre tendrá sus puntos de 
vista, y el Estado debe tener los suyos porque es el que debe velar por un sistema sanitario que dé respuestas 
a los problemas que tiene el país. 


Este es un tema complejo. 


En aquel momento nosotros teníamos la visión de que se había afinado mucho la punta del lápiz cuando se 
hicieron las cuentas y que no se había previsto, en primer lugar, que la enfermedad estaba más difundida de 
lo que parecía y, en segundo término, que se multiplicó más rápido. En realidad, ahora hay que aumentarlo 
porque no alcanza y porque hubo más enfermedad de la que había en aquel momento. Eso fue lo que pasó. 


Quería hacer esta reflexión porque esto no un impuesto sino un seguro, algo que aporta el sector para resolver 
sus problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si este Fondo solo se utiliza para pagar a los productores por 
cabeza de ganado faenado y no para las medidas que el Ministerio aplica para el control de la 
enfermedad. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- No. 


SEÑOR TAPIÉ.- Quisiera hacer una aclaración: solo se paga por los animales que van a faena, y no 
por los que fueron sacrificados en el campo por el productor, porque no hay forma de comprobarlo. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera saber si esto es producto de una virosis o de una bacteria, cómo se 
trasmite al ser humano, qué efectos puede tener y cuál es el ciclo. 


SEÑOR MUZZIO.- Es una bacteria, es una zoonosis. La brucelosis ataca a varias especies: la más 
patógena es la brucella melitensis, de las cabras; la sigue -en patogenicidad para el ser humano- la 
brucella suis, con la que tuvimos problemas en el pasado, y la brucella abortus bovis que, 
principalmente, se difunde cuando el animal aborta, pues con la placenta y el feto expulsa millones de 
brucellas. 


Esta enfermedad permaneció como un nicho endémico en el norte del departamento de Rocha, quizás porque 
las características del suelo ameritaron que la brucella tuviera una viabilidad superior, es decir, una condición 
de supervivencia en el medio superior a la de otros puntos de país; allí, posiblemente, es donde se mantuvo la 
infección. 

Hemos tenido casos humanos -está en los registros de Salud Pública- e, inclusive, este año se han registrado 
casos de personas que estaban alambrando y que igual se infectaron. Es muy frecuente, y en el pasado era 


con la propia vacuna Cepa 19 -los veterinarios debíamos tener cuidado porque hubo casos de enfermedad por 
la Cepa- y en los partos, que es donde se da el mayor riesgo de brucelosis. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y asesores, manifestando que nos comprometemos a un rápido tratamiento de este proyecto de 
ley. 


(Se retiran de Sala el señor Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca y asesores) 


——- Ante la sugerencia del señor Diputado Amorín Batlle, directamente se pasa a votar el proyecto en 
general. 


(Se vota) 
———- Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Ha quedado aprobado el proyecto. 


Quiero aclarar que el señor Diputado Posada había dejado constancia de que iba a votar favorablemente. 


¿El señor Diputado Tajam desea ser el miembro informante? 
SEÑOR TAJAM.- Está bien. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el señor Diputado Tajam será el miembro informante. 


En la conversación tan productiva que mantuvimos con el señor Ministro de Economía y Finanzas fue 
ratificado el hecho de que nuevamente están llegando los dos proyectos del Poder Ejecutivo, uno relativo a la 
información de clientes de las empresas de intermediación financiera y el otro sobre la libertad de comercio. 
Este último tendrá alguna pequeña modificación con respecto al comparativo que habíamos distribuido, pero 
lo arreglaremos cuando llegue. Figura en las carpetas de los señores Diputados las consultas que se han 
enviado para el tratamiento de estos dos proyectos. 


Hay siete puntos en el orden del día. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nos interesaría considerar el proyecto relativo al secreto bancario, 
porque cada día se habla más de ese tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con la sugerencia que surgió en el seno de la Comisión, ya 
enviamos nota al catedrático de Derecho Comercial, doctor Rippe. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Pienso que se podría hacer una agenda para recibir a dos o tres 
invitados más, a efectos de que opinen sobre ese proyecto y tratar de aprobarlo en julio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerden que a partir de la próxima semana tendremos que analizar la 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Creo que nosotros deberemos seguir sesionando, por lo menos para 
analizar estos dos o tres proyectos, entre ellos el que se acaba de presentar, relativo a establecer un tope 
del 60% del sueldo del Presidente de la República para los salarios de las empresas que actúan en la 
órbita privada, como AFAP República y la Corporación Nacional para el Desarrollo, suma que he 
estimado en $ 82.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debido a la urgencia que se tiene y al tratamiento que se está dando al 
endeudamiento interno, tenemos interés en avanzar en el análisis del proyecto relativo al registro de 
acreedores fuera del sistema financiero. ¿Por qué sugiero analizar este tema y no otro? Porque no hay 
necesidad de esperar la opinión favorable del Poder Ejecutivo, ya que fue incluida en el documento 
presentado en la Comisión de Endeudamiento Interno, más allá de que también se le pedirá opinión 
sobre el articulado. Entendemos que es necesario avanzar con este tema, teniendo en cuenta que es el 
único sector de endeudamiento no regulado y que se hace muy difícil tomar medidas como las que se 
están tomando a nivel de la banca oficial y sugiriendo a la banca privada como solución 
administrativa. Ese registro nos permitiría -como lo establece en sus objetivos-, entre otras cosas, 
cuantificar, categorizar y regular este sector de financiamiento -no realizado por instituciones de 
intermediación financiera-, o sea, realizar la defensa del consumidor de estos productos financieros y el 
contralor del cumplimiento de la normativa, tanto fiscal como la relativa a la usura y a la protección de 
cláusulas abusivas. 


SEÑOR CONDE.- Estoy de acuerdo con la priorización de este proyecto y propongo analizarlo ahora. 


SEÑOR BRENTA.- Comparto lo dicho por el señor Presidente en cuanto a la necesidad de establecer 
un registro de todas aquellas actividades no reguladas por las normativas del Banco Central. Dada la 
situación asociada al endeudamiento interno, eso nos aportaría un dato muy significativo de una 
realidad que hoy no es cuantificable. 


Por ejemplo, el artículo 14 establece que la documentación o descripción será solicitada a los efectos de 
cualquier acción ejecutiva. Por esta razón, sería imprescindible para quien otorgara un préstamo inscribirse 
en el registro; se trata de un artículo con un poder coercitivo importante. Con este proyecto podríamos 
avanzar en un área donde no existe ninguna regulación y constituiría un paso previo para considerar las tasas 
de usura. Este tema ya fue discutido en su momento y, a nuestro juicio, habría que adecuarlo para atender una 
realidad diferente. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Estuve leyendo con atención el proyecto en mi doble faceta de abogado y 
escribano. Creo que está inspirado en la mejor buena voluntad pero va a tener muy pocos efectos 
prácticos, ya que se va a generar toda una estructura burocrática y la usura va a pasar por el costado y 
no va a haber un control real. 


La experiencia me ha enseñado que la usura, básicamente, se maneja a nivel parafinanciero -por particulares, 
prestamistas- y que la forma habitual de documentación es mediante cheques que incluyen, en su contenido 
de valor, los intereses, con una fecha postdatada si no fuese un cheque de plazo diferido; generalmente son 
escalonados. Por tanto, es imposible pensar en la registración de un cheque porque, obviamente, es un 
elemento de circulación cotidiana, diaria. Ese sería el talón de Aquiles de este proyecto. Sin duda, este 
sistema significará el montaje de una estructura burocrática bien intencionada pero que tendrá escasos o 
nulos efectos sobre el combate de la usura. La realidad demuestra en Uruguay que la usura es una figura 
jurídica prácticamente desconocida en los Juzgados. Hay escasísimos casos de usura porque hay formas 
solapadas para hacerla. Por ejemplo, podríamos pensar en la inscripción de vales y de conformes. Sería 
prácticamente imposible hacer la registración de cualquier compra de mercadería de alrededor de US$ 1.000; 
esto demandaría un costo adicional y recurrir a un profesional, lo cual encarecería las formas de crédito 
paralelas que existen. De todas formas, aunque estuviésemos de acuerdo en la inclusión de vales y conformes 
dentro del sistema de registración, sería imposible registrar el cheque. Además, no puede quitarse el 
mecanismo perverso que se ha armado con la usura, en cuanto a los cheques. 


Siempre me ha parecido exagerado que para que se considere usura la tasa deba sobrepasar el 75% promedio 
de lo establecido por el Banco Central; eso es una barbaridad. Sucede que esto fue concebido en el marco de 
una ley de la época de la dictadura, por un extremo liberalismo que, obviamente, no se condice con la 
realidad de mantener un tejido social relativamente sano. Sabido es que los estragos de la usura los padecen 
grandes cantidades de ciudadanos en la vida cotidiana -sobre todo los más humildes-, y no por montos muy 
grandes. Lo que muchas veces sucede con los créditos al consumo es que, por su razón de ser, adolecen de 
problemas para ser registrados; imaginemos, por ejemplo, la compra de algún electrodoméstico. 


Comparto el espíritu y la buena voluntad del proyecto, pero creo que el 90% de la usura va a seguir 
existiendo, se va a ir por el costado, y se va a generar una burocracia que no será eficiente, creando gastos 
adicionales. 


Creo que la solución sería analizar cómo regular la rebaja de las tasas promedio del Banco Central para por lo 
menos controlar la situación y topear -por más que siempre exista el mecanismo que implica una mayor tasa 
de riesgo, sin garantías ni controles- sistemas como Creditel, que es furibundamente doloroso en términos 
financieros, o los referidos a las tarjetas de crédito que esconden de manera velada formas de intereses 
usurarios. 


Hay otra veta por donde también se escapa la usura, que es la limitación de los intereses moratorios. A lo 
largo de los años uno ha leído sentencias del Poder Judicial y no existe limitación jurídica a las tasas de 
intereses moratorios, porque es un interés punitivo. Entonces, uno puede encontrarse con un tope legal por 
vía de intereses compensatorios, pero con la brecha abierta debido a los intereses moratorios. Obviamente, 
quien incurre en atrasos, no solo entra en el campo de los intereses compensatorios sino también en el de los 
moratorios, que es por donde se cuelan terribles formas de explotación financiera. Este es otro campo para 
analizar en la Comisión. Deberíamos poner un coto a la tasa de intereses moratorios o, por lo menos, atarla a 
la tasa máxima establecida como usura para el Banco Central del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que un compañero de bancada, en el Senado, está elaborando 
un proyecto complementario de esta iniciativa. Simplemente, se busca que haya un registro para 
controlar las leyes de usura, entre ellas, la que va a modificar, no solo los topes sino también la 


extensión a otros intereses o actividades. Digo esto porque, precisamente, no estaban incluidas todas las 
formalidades de préstamos financieros. 


El otro tema es que sí hay una cantidad de financiaciones que se realizan a través de cheques. En su 
momento, por nuestra actividad profesional nos tocó asesorar a deudores que tenían este problema, pero no es 
la intención de este proyecto abarcarlos. En este caso, la idea es llevar a cabo un relevamiento necesario. En 
la Comisión de Endeudamiento hemos recibido denuncias de deudores en dólares y de afectados por usura 
con respecto a préstamos realizados a través de hipotecas u otros mecanismos; en general, se manejan con 
mecanismos más institucionalizados que los de documentación con cheques simples o diferidos. 


Reconozco que el problema de los cheques no está previsto en el proyecto; entre todos deberemos buscar una 
posible regulación. Pero reitero que no es este el objetivo; no es este el sector al que queremos amparar en 
este caso. Se trata de proteger a los consumidores de estos servicios financieros que, según las denuncias 
recibidas, son un número importante. Además, es la gente que está siendo afectada por los remates que tanto 
se han publicitado. 


El Banco Central no puede llegar a este sector; precisamente, el señor Diputado Umpiérrez se refería a 
algunas operaciones de crédito telefónico de las que el Banco Central no tiene conocimiento, porque como no 
captan ahorro público, no pueden controlarlas. La idea es empezar a hacerlo, y seguramente habrá aportes 
para mejorar el proyecto de ley. 


Insisto en que ya ha habido denuncias concretas en este sentido; inclusive, una de las asociaciones de los 
afectados por usura en el Uruguay dio nombres concretos de entidades y particulares que, según sus datos, 
incurrieron en usura. Lamentablemente, el control que se puede hacer es muy débil; solo la Justicia puede 
determinar que ha habido delito de usura y, por ende, sancionar con la pérdida de intereses a quien lo haya 
cometido. La intención es que haya una etapa previa en la que algún organismo del Estado pueda ser parte de 
la denuncia sobre condiciones de usura y eleve los antecedentes a la justicia. 


SEÑOR MUJICA.- Nos preocupa la existencia de una cantidad indeterminada de préstamos 
concedidos por el sistema parafinanciero con afectación de garantías muebles e inmuebles. Además, 
nos encontramos con que este tipo de acreedores son los que más rematan. 


Por otra parte, recibimos información -muy difícil de investigar caso a caso- de contratos bastante abusivos 
en los que las garantías prácticamente eran el objetivo del préstamo. Uno de los problemas es que resulta 
muy difícil cuantificar el volumen de la deuda interna de ese sistema privado, y otro, que no es fácil 
cuantificar los deudores involucrados, porque no hay ninguna clase de registro. La intención es obligar a que 
se registre ese tipo de préstamos que se hacen afectando garantías. 


Hay otro sector que todos conocemos y que el señor Diputado Umpiérrez mencionaba: los préstamos contra 
cheques. Este sector no quedará controlado por este registro. Pero pensamos que con esta iniciativa 
podríamos abarcar un horizonte que, hoy por hoy, ni siquiera podemos cuantificar. 


Insisto en que, si bien a veces se registran los préstamos con garantías inmuebles, nos encontramos con que 
en las automotoras y otro tipo de comercios la realidad en este sentido es muy profusa y que las denuncias 
muchas veces son difíciles de probar. Por eso, la intención de este primer registro es que el Estado tenga una 
visión lo más acabada posible del horizonte que existe en este sector de la deuda interna, y si efectivamente 
se hacen contratos en condiciones abusivas y los deudores son ejecutados -hay denuncias en este sentido-, el 
hecho de que exista la obligación de registrar genera cierta normativa que nos permitirá manejarnos de otra 
manera. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Quizás puliendo un poco el proyecto podamos encontrar un camino para 
solucionar el coto de información. Lo que ocurre es que los inmuebles, buques y aeronaves que son 
objeto de hipoteca se registran como tales; cualquier documento de ejecución se ejecuta sobre las bases 
del contrato registrado. Por lo tanto, el deudor tiene la posibilidad de excepcionarse en la usura, o sea 
que no será objeto de ejecución porque puede oponer razones de usura a través de los propios medios 
registrales que tiene el documento. 


Las prendas sobre maquinaria industrial, agrícola o semovientes también se inscriben en los registros 
respectivos, o sea que el deudor tampoco podría ser ejecutado por intereses usurarios pues podría recurrir a la 
vía de la excepción. Por eso digo que manejando estos dos universos de bienes muebles e inmuebles queda 
muy poco fuera de la registración. Precisamente, lo que no está es el crédito comercial, el crédito particular 
de determinados prestamistas de la Ciudad Vieja; por ejemplo -acá están todas las perversiones que se 
manejan en la pequeña- a veces nos encontramos con garantías documentales que tienen hipotecas que van 
acompañadas por documentos paralelos. Entonces, el acreedor pone en la hipoteca el juego de cláusulas 
dentro de los estándares legales para, eventualmente, ejecutar y tener su garantía, pero se maneja con 
documentación paralela -vales o cheques- en la que la deuda está duplicada. 


En la vía de la registración, en lo que hace a las ejecuciones de bienes muebles o inmuebles, es muy difícil 
que en el documento o en la vía ejecutiva esté la prueba de la usura. En la usura surgen todos estos 
mecanismos que menciono. Podemos pensar en un mecanismo muy forzado, de registración de vales y 
conformes, pero imaginarnos un sistema de registración de cheques sería imposible. Vuelvo a lo mismo. La 
cuestión sería conocer las cifras de endeudamiento interno, cruzar información entre prendas e hipotecas en 
los registros departamentales del país en ambos rubros, sumarlos y ahí posiblemente tendríamos un registro 
de gran parte de lo que necesitamos. No obstante, seguirán estando fuera -para mí no es registrable, más allá 
de las buenas intenciones- los créditos al consumo, es decir, las personas que terminan cayendo en compras a 
través de cheques porque van perdiendo la posibilidad de recurrir a las líneas del mercado formal de crédito. 
Entonces, no hay forma de controlar la usura en ese sentido. 


Reitero que la solución viene por acotar las tasas máximas que fija el Banco Central y por limitar la puerta 
por donde se escapan los egresos económicos, que es la limitación de las tasas a los intereses moratorios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, por lo que acaba de decir el señor Diputado Umpiérrez en 
cuanto a lo que está registrado y por lo que conversamos con la escribana Olano, Directora General de 
Registros, creamos la Sección de Créditos Financieros en el Registro Nacional de Actos Personales. Se 
analizó este tema con la Directora, teniendo en cuenta qué es lo que está registrado y qué puede quedar 
sin registrar. 


Aclaro que la intención es registrar también los créditos cuando el deudor es una persona física -no entre 
empresas-, específicamente en el caso de electrodomésticos que mencionaba el señor Diputado. 


SEÑOR BRENTA.- Diría que comparto íntegramente la primera intervención del señor Diputado 
Umpiérrez en sus dos vertientes, sobre todo en lo que se refiere a las dificultades que presenta la 
manera de comprobar los distintos mecanismos por los cuales se sobrepasan las tasas establecidas y se 
recurre a otras formas, cheques, etcétera. Me parece muy importante compartir el criterio de avanzar 
en la reducción de las tasas de interés y en la limitación de los intereses moratorios. Se trata de un dato 
relevante y sería bueno consensuar este camino, porque nos permitirá dilucidar rápidamente una 
reducción significativa de esas tasas que incidirán positivamente hasta en la actividad económica en 
general, logrando que mucha gente vuelva al mercado formal, en la medida en que existen negocios 
que hoy se hacen en el mercado informal o parafinanciero, cuyo atractivo es la utilización de estas 
tasas. 


Por lo tanto, bienvenidos los acuerdos respecto de la necesidad de reducir en forma significativa las tasas de 
mora y los intereses moratorios. 


No obstante, creo que este proyecto debe analizarse en el marco de una batería de medidas, donde no es 
menor el papel que jugará el área de defensa del consumidor. No solo por vía legal puede tomarse un 
conjunto de medidas que están acotadas por estas dificultades como, por ejemplo, los mecanismos que se 
utilizan y su no registro, sino que me parece fundamental avanzar en las formas que permitan que los 
ciudadanos conozcan sus derechos y los límites que tiene quien otorga un préstamo, cosa que en Uruguay no 
sucede. En realidad, la gente toma un préstamo y normalmente no tiene ni idea de qué tasa paga, ni de que 
existe una tasa moratoria. Todos conocemos infinidad de situaciones de gente que ha tomado préstamos 
menores, al consumo, y termina pagando cifras descomunales. 


Más allá de este proyecto puntual hay una señal de una voluntad política de avanzar en la regulación de esta 
área, en todos los aspectos en general y en difundir los derechos de los ciudadanos, lo cual implica una 
transformación inclusive cultural. Me parece que en Uruguay existe una sensación de que se puede hacer 
cualquier cosa en muchos aspectos, también en esto. El hecho de que pueda registrarse, más allá de que 
puedan seguir utilizándose estos mecanismos, nos permitirá detectar a aquellas empresas que se dedican a 
estas prácticas, aunque sean personas físicas, lo que significa una señal de regulación por parte del Estado 
para defender los derechos de la gente y, por otra parte, hace abrir los ojos a otros. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Compartimos la filosofía del proyecto, pero creo que es inocuo, ya que no 
ataca al fenómeno en sí sino a una periferia, intentando llegar a la esencia de la cuestión. Entonces, 
creo que hay que apuntar a las tasas máximas del Banco Central y a los intereses moratorios, porque si 
ahora algunas cosas no se han podido detectar en virtud de que se incorporan a priori los documentos 
por los cuales se borra la prueba y no hay forma de comprobar cuál es la tasa de interés, el problema 
seguirá existiendo. En todo caso, con la creación de un registro lo que se logrará es agudizar el ingenio 
para encontrar mecanismos documentales a fin de borrar la prueba de la usura existente en el 
documento. Un caso muy común es el de las automotoras, que son una terrible fuente de usura que, 
además, la gente acepta pacíficamente, ya que pagan un interés del 2% o 2,5% mensual en dólares. 
Obviamente, esta tasa de interés no está fijada en ningún lado, ya que se firman los vales escalonados, 
se calcula el total de la deuda y se la divide por cada uno de los vales; en ese caso no tenemos forma de 
documentar la usura, por cuanto está imbuida en el propio documento. Esa es una de las prácticas más 
comunes, cotidianas e, inclusive, aceptada voluntariamente, porque no existe imposición; el problema 
viene al momento de pagar los vales o la vía de la ejecución. En este caso se presenta nuevamente el 
problema de la detección, que el registro no evitará. 


Me remito a casos muy prácticos porque creo que este problema se resuelve analizando el proyecto desde el 
punto de vista de la practicidad. En ese sentido, creo que el proyecto es bien intencionado, pero inocuo, 
porque en términos prácticos no tendrá efectos, por cuanto todo lo que es registrable ya está determinado y, 
obviamente, no tiene mecanismos para posibilitar la usura; sí existe esa "usura" -entre comillas- encubierta de 
los intereses moratorios que está incluida tanto en las prendas como en los créditos hipotecarios. Además, lo 
otro se subsanará en el propio documento al emitirse. 


SEÑOR POSADA.- Mis dudas están alineadas con lo que planteaba el señor Diputado Umpiérrez. 


Lo primero que nos preguntamos es por qué irán a inscribir, cuál es el hecho que hará que se inscriban esos 
actos. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- El proyecto establece que no podrán ejecutarse y que el Juez lo rechazará. 


SEÑOR POSADA.- Además, la mirada que teníamos respecto a este tema radicaba en contribuir en el 
caso de las situaciones que se han generado en materia de endeudamiento y que en especial han 
afectado a la propiedad inmueble, sobre todo en los remates donde las personas aparecen bastante 
indefensas. En ese sentido, me parece que el proyecto que aprobó la Cámara de Representantes en la 
Legislatura pasada, que tenía como base una iniciativa planteada por el señor Diputado Scavarelli, 
sería mucho más efectivo en cuanto a lograr un rápido cumplimiento de los objetivos planteados. Por 
esta razón, nosotros planteamos el retiro del archivo de ese proyecto, porque pensamos que contiene un 
elemento que se puede hacer valer y contribuir, y bastante rápido, a resolver esas situaciones, que son 
actos habituales, donde claramente existe una defraudación tributaria, por cuanto es obvio que estas 
personas no aportan. Este elemento, en definitiva, podrá determinar algún tipo de información sobre 
estos actos y, en particular, incidir en una realidad que vive gente que está indefensa. Creo que esta es 
la única forma en que el Estado puede intervenir en situaciones de esta naturaleza. 


Respecto de los mecanismos que hoy existen en materia de préstamos, llegué a conocer algo insólito: hay 
funcionarios públicos que dan a los prestamistas la tarjeta de débito automático como garantía de sus 
préstamos. ¿Cómo vamos a incidir en esas situaciones? Esto es una muestra de lo que decía el señor 
Diputado Umpiérrez en el sentido de que hay una vasta creatividad para que estas situaciones no salgan a la 


luz pública y dejen a estas personas absolutamente indefensas. ¿Qué se puede hacer cuando una persona 
entrega su tarjeta con el código de cobro como garantía de un préstamo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En una intervención anterior señalé que si esta norma se aprueba va a estar 
en el registro de actos personales. Es decir que no se crea ninguna burocracia especial. Optamos por 
esta solución para evitar la creación de una burocracia adicional. 


Con respecto a la intervención del señor Diputado Umpiérrez, que también hablaba de la documentación de 
vales con los intereses ya incluidos, recordemos que en este proyecto se establece una comunicación directa 
entre el registro y la Impositiva. Esto servirá si los vales son registrados. En respuesta a lo que señalaba el 
señor Diputado Posada, nos planteamos un cruzamiento de información, que ya fue previsto en un convenio 
entre los Ministerios de Educación y Cultura y de Economía y Finanzas y entre la Dirección General de 
Registros y la Dirección General Impositiva. Hablando como contador, vamos a poder determinar un 
incremento del patrimonio de quien es el acreedor de esa documentación, que va a tener que justificar en su 
declaración jurada impositiva. Recordemos que la reforma tributaria va a implicar también lo relativo a las 
rentas personales. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Posada sobre el proyecto de Scavarelli -que fue desarchivado y 
que va a formar parte de esta misma carpeta-, el único inconveniente que encontrábamos, más allá de creer 
que este es más amplio, es que sobrecargábamos al Poder Judicial al tener que realizar el contralor. 
Entendemos que el Poder Judicial va a tener dificultades para llevar adelante esto. Es por ello que invertimos 
la obligación de la prueba y lo único que va a tener que controlar el Juez es que el documento esté inscripto. 
El control se deberá hacer en el Registro, mediante personal especializado para revisar la documentación que 
debe presentar el acreedor. Además, así se va a posibilitar el cruzamiento con la Dirección General 
Impositiva de manera más eficiente, precisamente para evitar lo que se señalaba en el proyecto original. En 
ese sentido, cuando estaba en otra actividad recuerdo haber escuchado al ex Diputado Scavarelli decir que no 
era posible que quien exigía la ejecución del deudor fuera, a su vez, deudor con todo el Estado uruguayo. Esa 
misma filosofía se mantiene aquí, creemos que más ampliada, y teniendo en cuenta los cruzamientos 
acordados entre la Dirección General Impositiva y la Dirección General de Registros se hará efectivo ese fin 
de, por lo menos, poner en igualdad de condiciones a los acreedores con respecto al cumplimiento de las 
obligaciones con el Estado. 


Aclaramos que no es la intención de la Presidencia que este proyecto sea aprobado hoy. La idea era abrir la 
discusión y esperar aportes. En la exposición de motivos señalábamos que esperábamos recibir aportes para 
complementar esta iniciativa porque consideramos que este proyecto no está maduro para ser aprobado. 


SEÑOR MUJICA.- Teniendo en cuenta que el señor Diputado Umpiérrez ha planteado objeciones 
sobre la practicidad de este proyecto, quizás pueda hacer alguna complementación, por lo que 
podríamos quedar a la espera de una respuesta. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Con el señor Diputado José Carlos Cardoso vamos a trabajar en equipo sobre 
estos temas de manera de viabilizar las propuestas. Por deformación profesional, todas estas cosas me 
gustan y seguramente buscaremos alguna idea en ese sentido. 


Reitero que se ataca la periferia y no el corazón del problema, pero si se me dice que el tema central no es la 
usura sino la captación de información para cruzar con la Dirección General Impositiva a los efectos del 
Impuesto a la Renta, es otra historia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a ser claros: el proyecto versa sobre la defensa del usuario de servicios 
de productos financieros fuera de las instituciones financieras. Ese es el objetivo prioritario: la 
cuantificación, categorización y regulación del sistema, para lo que no tenemos datos. 


Lo que sí decimos, ante la intervención del señor Diputado Posada y la suya en el sentido de que esto podrá 
escapar de nuestras manos, es que el control impositivo será, entre otras cosas, una de las limitaciones a esas 
prácticas de falsear la usura en la documentación. ¿Por qué? Porque va a aumentar el capital y ese aumento 
tendrá que ser explicado de alguna manera ante la DGI. Es decir que esto no es para aumentar la recaudación; 
sí de control de cumplimiento de las obligaciones. Entonces, si para incluir intereses en un documento se 


ponen como capital, en su momento se tendrá que explicar el crecimiento de ese patrimonio que surge de 
haber firmado primero un vale y después otro, en donde el número va aumentando. Eso va a determinar un 
aumento del patrimonio o de la renta del titular de ese crédito. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Sigo insistiendo en que hay buena voluntad, pero no habrá efectos prácticos. 
Además, los documentos no se fijan escalonadamente sino con montos iguales en plazos diferidos 
porque el escalonamiento denuncia los intereses que esconden los documentos. 


Reitero que la persona va a pagar gustosamente Impuesto a la Renta si puede ejecutar por los montos 
originalmente firmados porque lo que va a registrar es un documento que no tendrá una tasa de interés 
usuraria sino que el interés ya estará incorporado. No va a frenar al usurero el tener que pagar una tasa 
adicional por impuestos si realmente tiene las garantías del caso. Reitero: se está atacando a la periferia y no 
a las tasas de interés. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las tasas de interés van a ser atacadas en otro proyecto que, a su vez, va a 
decir que los documentos registrados acá también están incluidos. No solamente se trata del impuesto a 
la renta sino también al patrimonio: el diferencial de estar o no incluido puede ser haber declarado o 
no un activo de estas características en la liquidación del impuesto al patrimonio. Ni siquiera en los 
ejemplos que puso la Dirección General Impositiva en esta campaña se incluía la declaración de este 
tipo de activos. Esos activos ni siquiera se mencionaron y, obviamente, existen y nos consta que es muy 
fácil no declararlos, puesto que hay una impunidad total en este sentido. Habría que revisar las 
declaraciones juradas correspondientes a mayo para comprobar cuántos de estos activos fueron 
declarados. 


Gustosos vamos a recibir cualquier opinión y quizá tengamos que abrir otra instancia fuera de este proyecto 
para intentar regular o penar el uso de los cheques diferidos, fuera de lo que la ley establece como medio de 
pago. Sé que es muy difícil porque podemos afectar otro tipo de intereses pero, obviamente, si hay 
desnaturalización del cheque como medio de pago quizá, por la vía de la penalización de alguna práctica, 
podamos de alguna manera atacar este tema. No es el objetivo de este proyecto, pero bienvenidas sean las 
iniciativas suyas y de cualquier otro legislador para tratar ese otro tema que es importante y muchas veces 
angustioso, teniendo en cuenta las derivaciones hasta penales que puede tener el libramiento de cheques en 
esas condiciones. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Hay organizaciones de usuarios, de personas perjudicadas por intereses 
usurarios, que han acumulado toda la experiencia a este respecto y deben tener idea de cómo bloquear, 
poner trabas o limitar las posibilidades de generar estos mecanismos. Sería conveniente, entonces, que 
el señor Presidente se comunicara con organizaciones de defensa del consumidor o de personas 
afectadas por la usura para mantener un contacto con ellos, sin perjuicio de escuchar después la otra 
campana, que seguramente habrá de seguir algunos de esos rituales clásicos, en cuanto a las 
dificultades que tienen con la falta de garantías, las altas tasas de no pago, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los afectados por la usura ya han sido recibidos por la Comisión sobre 
Endeudamiento y nos han dejado material al respecto. 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Tuve contacto con el material, pero allí se habla de una denuncia genérica de 
las escribanías, estudios jurídicos o inmobiliarias que llevan adelante estas prácticas. Más allá de esa 
denuncia global, sería bueno consultarles sobre la articulación de una defensa frente a estos 
mecanismos, a partir de una norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se enteraron de que estábamos estudiando este proyecto, nos 
pidieron que les entregáramos una copia. 


SEÑOR POSADA.- Quizá este tema ya fue resuelto por el señor Presidente, pero ¿hay fecha para la 
comparecencia del señor Ministro de Economía y Finanzas para hablar del acuerdo con el Fondo 
Monetario Internacional? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; sé que lo tiene agendado, porque en una reunión que mantuvimos con 
otros colegas nos dijo que tenía cuatro citaciones de Comisiones, incluida la de esta. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


